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CONSEJO DE ESTADO

 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C 

Consejero Ponente: Enrique Gil Botero

Bogotá, D. C, dieciocho (18) de julio de dos mil doce (2012)
Expediente: 23.077

Radicación: 20001233100020000081601
Actor: Fumigaciones Aéreas de Colombia Ltda. Fumicol
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional- 
Asunto: Acción de reparación directa 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia del 7 de mayo de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo del Cesar, en la que se resolvió lo siguiente:

“PRIMERO: Declarar que no prospera la excepción de culpa de la víctima propuesta por el apoderado de la parte demandada. 
“SEGUNDO: Declarar que la Nación – Policía Nacional es administrativamente responsable de los perjuicios causados a “FUMICOL”, en hechos ocurridos el día diecinueve (19) de noviembre de 1.999. 

“TERCERO: Condenase a la Nación – Policía Nacional a pagar a FUMIGACIONES AÉREAS DE COLOMBIA “FUMICOL” por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente y lucro cesante daña (sic) favor de a la suma de ciento trece millones novecientos cuarenta y seis mil novecientos treinta y seis pesos ($113.946.936). 

“CUARTO: La Nación – Policía Nacional debe observar lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo. (…)” (fl. 436 cdno. ppal.).
I. Antecedentes
1. En demanda presentada el 2 de junio de 2000, la empresa Fumigaciones Aéreas de Colombia – Fumicol, solicitó  que se declarara patrimonialmente responsable a la Nación - Ministerio de Defensa, Policía Nacional, por los daños causados a las Pistas Madaci y Villa Rosa, y a la aeronave Cessna A 188 B HK 1766E, como consecuencia de un bombardeo efectuado por la entidad demandada el 12 de noviembre de 1999, bienes de propiedad del actor con excepción de la segunda de ellas de la cual era arrendatario con el deber de conservación de la misma.
En consecuencia, deprecó que se condenara al pago, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente a la suma de $16’293.215, y por lucro cesante $81’840.040. 
Como fundamento de sus pretensiones, narró que la empresa Fumicol tenía como objeto social la organización y explotación de aeronaves en la modalidad de aviación agrícola, para lo cual contaba con la licencia de funcionamiento expedida por la Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil y la Dirección Nacional de Estupefacientes. Manifestó que era propietaria de la Pista Madaci y de la aeronave Cessna A 188 B HK 1766E  y arrendataria del aeródromo Villa Rosa, los que fueron dinamitados el 19 de noviembre de 1999, por la Policía Nacional, causando graves afectaciones en las pistas e inutilizando la aeronave, lo que le ocasionó daños, ya que, además de los gastos de reparación, perdió los ingresos esperados por la fumigaciones que debía realizar. 
2. La demanda fue admitida, en auto del 14 de junio de 2000, y notificada en debida forma. 
El Ministerio de Defensa, Policía Nacional, se opuso a las pretensiones de la demanda. Indicó, que la actuación de esa entidad se sujetó a los preceptos legales que permiten la inutilización de pistas de aterrizaje que no cuenten con la autorización de la Aeronáutica Civil, lo cual está consagrado en el artículo 58 del decreto reglamentario No. 3788 de 1986.
Precisó que de conformidad con los informes de inteligencia se estaban presentando aterrizajes indebidos en la zona Aguas Blancas – Cesar, y según lo informado por la Administradora del Aeropuerto de Valledupar, los aeródromos Villa Rosa y Madaci, no aparecían en el registro de las pistas autorizadas por la Aeronáutica Civil Colombiana. 

Así mismo, adujo que se le solicitó a la sociedad Fumicol la documentación referente a los aeródromos Madaci y Villa Rosa, sin embargo está guardó silencio, y en la visita efectuada el 16 de noviembre de 1999 a los aeródromos señalados, el señor Darío Forero manifestó que no tenía la documentación vigente, por lo que el 19 de noviembre se hizo la inutilización de las pistas.
Agregó, que la Aeronáutica Civil por medio de la resolución No. 04777 del 15 de diciembre de 1999, le canceló el permiso de operación a la sociedad Fumicol, en la que se señaló que esa empresa no tenía ningún aeródromo autorizado para realizar operaciones aéreas en el territorio colombiano desde el año 1996, con lo que se evidencia que la actuación de la Policía Nacional se ajustó a los postulados normativos. 
Finalmente, señaló que los daños se produjeron por culpa exclusiva de la víctima, ya que la empresa estaba operando sin los respectivos permisos, transgrediendo las normas punitivas consagradas en la ley 30 de 1986. 
3. Concluida la etapa probatoria, iniciada por auto del 12 de septiembre de 2000, y fracasada la conciliación, se dio traslado para alegar. El Ministerio de Defensa – Policía Nacional-, reiteró lo expuesto en la contestación de la demanda. 
La parte actora reiteró lo expresado en el líbelo demandatorio y agregó que los argumentos de la defensa son contrarios a la verdad, porque: 
i) Para la fecha en la que la Policía Nacional efectuó el bombardeo, la sociedad Fumicol aún tenía vigente el permiso No. 9264 de 29 de junio de 1989, concedido por el Departamento Administrativo de la Aeronáutica Civil, el que fue cancelado el 15 de diciembre de 1999, mediante la resolución No. 04777, es decir, que no le asistía razón a la entidad demandada para inutilizar las pistas. 
ii) La Policía Nacional no demostró que la sociedad Fumicol se dedicara a actividades ilícitas, lo que resulta desvirtuado con los permisos que le fueron otorgados por la Dirección Nacional de Estupefacientes entre los años 1991 a 1994 y del 24 de septiembre de 1997 hasta el 24 de noviembre de 2000. Adicionalmente el permiso de operación de la aeronave HK-1766 fue renovado el 15 de mayo de 2001. Así mismo el 15 de julio de 2001 la Aeronáutica Civil renovó el permiso de operación agrícola y fumigaciones al Aeródromo Madaci por tres años y para Villa Rosa le otorgó uno provisional, con lo que se evidencia que no se le comprobó ninguna actividad ilícita. 
iii) La Policía Antinarcóticos, debió tomar las medidas de vigilancia necesarias para determinar en qué lugar se estaban usando las pistas clandestinamente, ya que los aeródromos Madaci  y Villa Rosa no eran los únicos de la región, además en ellos no se podían hacer aterrizajes nocturnos, por cuanto no estaban adaptados para ese fin. 
El Ministerio Público conceptuó que se encontraba acreditado el daño con la destrucción de los aeródromos y de la aeronave, motivo por el cual se debía acceder a las pretensiones de la demanda, comoquiera que la Policía Nacional no había demostrado la actividad ilícita desarrollada por la empresa Fumicol. 
II. Sentencia de primera instancia

El Tribunal accedió a las pretensiones de la demanda en la forma indicada al inicio de esta providencia, edi guardaron silencio. erio Pponsable del ataque. e las llamadas de la ciudadan












































al considerar que la Policía Nacional no realizó un procedimiento razonado y serio que respaldara su operativo en la inutilización de las pistas, pues no se demostró que la empresa Fumicol ejerciera actividades ilícitas, por el contrario tenía permiso vigente para operar a la fecha de los hechos, el que fue concedido nuevamente con posterioridad, con lo que quedaba desvirtuada la culpa exclusiva de la víctima.
III. Recurso de apelación

1. La parte demandada interpuso recurso de apelación contra la sentencia, el que le fue concedido el 22 de mayo de 2002, y admitido el 30 de agosto de ese mismo año. 

2. La Policía Nacional en la sustentación del recurso, solicitó se revocara la sentencia de acuerdo con el informe de inteligencia que señaló la presencia de operaciones clandestinas, y que verificó el estado legal de cada una de las pistas del sector, lo que puso de presente que los aeródromos Villa Rosa y Madaci, no contaban con la documentación vigente y que éstas se estaban explotando sin los debidos permisos, lo cual fue corroborado por la Aeronáutica Civil. Agregó que la parte interesada no suministró la documentación requerida por la Policía Antinarcóticos, para acreditar su legalidad. Lo anterior facultó a la Policía Nacional para proceder a la inutilización de las pistas, en cumplimiento de su deber legal. 

De igual manera indicó, que el a quo valoró indebidamente la resolución No. 4777 por medio de la cual se canceló el permiso de operación a la sociedad Fumicol Ltda., toda vez que allí se precisó que esa sociedad nunca tuvo permiso para realizar operaciones aéreas, ni contaba con aeródromos autorizados, así las cosas el daño se produjo por culpa exclusiva de la víctima, debido a que operaba de forma clandestina. 
3. Durante el traslado para presentar alegatos de conclusión, la parte demandante guardó silencio. La Policía Nacional reiteró lo expuesto en el recurso de apelación. El Ministerio Público, conceptuó en forma extemporánea. 
En efecto, de conformidad con el artículo 212 del Código Contencioso Administrativo
, el término para que las partes presentaran los alegatos de conclusión corrió desde el 25 de septiembre hasta el 8 de octubre de 2002 y el plazo para que se rindiera el concepto transcurrió del 9 al 23 de octubre de ese mismo año; el Ministerio Público presentó el concepto el 28 de octubre de 2002, de allí que resulta extemporáneo, motivo por el cual no se puede tener en cuenta. 

4. Mediante auto del 18 de noviembre del 2010, se aceptó el impedimento manifestado por la Dra. Olga Melida Valle de De la Hoz (fl. 490 cdno. ppal.)

IV. Consideraciones:

1. Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra la sentencia del 7 de mayo de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo del Cesar, en el caso sub examine.
2. Es pertinente señalar que algunos documentos fueron aportados por las partes en copia simple, los que, a pesar de ello, la Sala valorará. Sobre este punto en particular, esta Corporación ya tuvo oportunidad de pronunciarse en sentencia proferida el 18 de enero de la presente anualidad, en el proceso radicado con el No. 1999 -01250, la cual se citara in extenso:

“(…) Ahora, la Sala observa que con la demanda la parte actora aportó en copia simple un documento que contiene la valoración de los daños ocasionados por la toma guerrillera al corregimiento de Tres Esquinas, realizado por el Comité Técnico para la Valoración de Daños, el cual fue suscrito por el Alcalde Municipal, el Secretario de Planeación, el Presidente de la Cruz Roja, el Secretario de Obras Públicas y el Promotor Comunitario. En dicho documento se incluyó el listado de las personas afectadas y el presupuesto establecido por el comité para el resarcimiento de los daños, correspondiéndole a la señora Gloria Orjuela de Lozano la suma de $55’000.000, con la constancia de que “el Comité Local de Emergencias del Municipio de Cunday, unánimemente da por aceptado los valores presentados por el Comité Técnico de Valoración para los fines pertinentes” (fols. 12 a 14 c. 1).

En principio dicho documento carecería de valor probatorio al obrar en copia simple tal como la Sala lo ha explicado en numerosas providencias, comoquiera que no cumple con las reglas contenidas en el artículo 254 del C. de P.C., según las cuales los documentos públicos y privados aportados en fotocopia simple por personas que no los suscriben no pueden ser tenidos en cuenta, en consideración a que únicamente tienen valor probatorio aquellos aportados en original o en copia autorizada por notario, director de oficina administrativa o de policía, secretario de oficina judicial o autenticada por notario, previa comparación con el original o con la copia autenticada que se le presente.

No obstante lo anterior, en este caso la Nación, al contestar la demanda admitió tenerlo como prueba y aceptó el hecho al que se refería dicho documento. Así se advierte del escrito presentado oportunamente por la Nación:

“Los hechos números 1-2-3-4-5-6-7 y 9 son ciertos de acuerdo a los documentos que se anexan, los hechos números 8-10-11 y 12 no me constan y por lo tanto me atengo a lo que legalmente resulte probado dentro del proceso.

(…).PRUEBAS.

Además de las solicitadas y aportadas con la demanda, muy respetuosamente me permito anexar fotocopia del informe 00711/030498 y sus anexos, por medio del cual se informó a la Dirección Operativa de la Policía Nacional, el hecho ocurrido el 21 de febrero de 1998 en la localidad de Tres Esquinas. 

Así mismo me permito solicitar se decrete la siguiente prueba: (…)”.

Y en la demanda, en el hecho 6, que fue aceptado como cierto por parte de la Nación, se narró lo siguiente:

“6. El 27 de febrero a las 9 A.M., según acta No. 006 se reúne nuevamente el CLE para escuchar el informe de los señores Jhon Jenry Morales y Ferney Figueroa G., destacándose en dicha acta que la pérdida de la vivienda de mi poderdante Gloria A. Orjuela de Lozano, asciende a cincuenta y cinco millones de pesos, después de haberse reajustado el precio inicial que daba cuenta de cincuenta millones de pesos”.

De conformidad con las manifestaciones de las partes, para la Sala dicho documento que obra en copia simple, tiene en esta oportunidad mérito para ser analizado y valorado, comoquiera que la parte demandada pidió tener esa copia como prueba y valorarla como tal; en otras palabras, la Nación no desconoció dicho documento ni lo tachó de falso, sino que conscientemente manifestó su intención de que el mismo fuese valorado dentro del proceso.

En consideración a lo anterior y a pesar de que no se cumplió con el requisito de autenticación de la copia previsto en el artículo 254 de la ley procesal civil, la Sala considera en esta oportunidad, en aras de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal y de la garantía del derecho de acceso a la justicia consagrado en los artículos 228 y 229 de la Constitución Política, que no pueden aplicarse las formas procesales con excesivo rigorismo y en forma restrictiva, con el fin de desconocer lo que las mismas partes no han hecho y ni siquiera han discutido durante el proceso, como lo es la autenticidad del documento aportado por la parte actora en copia simple, admitido como prueba por la Nación que, además, aceptó el hecho aducido con el mismo en la contestación de la demanda.

Es dable precisar que la interpretación que hoy se efectúa no puede entenderse como la exoneración de la carga de cumplir con las reglas contenidas en la ley procesal civil frente a la aportación de copias de documentos que siguen vigentes y en pleno rigor. Lo que sucede en esta ocasión ambas partes aceptaron que ese documento fuera apreciable y coincidieron en la valoración del mismo en forma recíproca no solo al momento de su aportación, sino durante el transcurso del debate procesal.

Cabe agregar que la autenticación de las copias tiene por objeto que éstas puedan ser valoradas bajo el criterio de la sana crítica como si se tratara de documentos originales, de manera que frente a la parte contra quien se aducen, ese requisito tiene por finalidad garantizar su derecho de defensa, máxime cuando con tal prueba se pretende probar un hecho que en principio se aduce en su contra. Siendo esto así, cuando las partes de común acuerdo solicitan la apreciación y valoración de un documento aportado en copia simple, como en este caso, no sería dable soslayar ese interés para exigir el cumplimiento de una formalidad y las partes no podrían desconocer la decisión que con sustento en tal documento se adoptare por cuanto esa conducta atentaría contra el principio de la buena fe e implicaría atentar contra sus propios actos.

Frente a esto último resulta necesario recordar que en la contestación de la demanda la Nación, no solo aceptó el hecho que se pretendía probar con el documento aportado en copia simple, sino que además admitió a éste último como prueba, sin haber alegado en momento alguno que tal documento no se podía valorar, circunstancia que por demás, hubiere significado la trasgresión al principio constitucional de buena fe que protege la confianza que los particulares depositan al deber de coherencia en el actuar de quien tiene la carga de respetar y de someterse a una situación creada anteriormente por su propia conducta. En estos términos la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha pronunciado:

 “En su aspecto subjetivo, la seguridad jurídica está relacionada con la buena fe, consagrada en el artículo 83 de la Constitución, a partir del principio de la confianza legítima. Este principio constitucional garantiza a las personas que ni el Estado, ni los particulares, van a sorprenderlos con actuaciones que, analizadas aisladamente tengan un fundamento jurídico, pero que al compararlas, resulten contradictorias.  En estos casos, la actuación posterior es contraria al principio de la buena fe, pues resulta contraria a lo que razonablemente se puede esperar de las autoridades estatales, conforme a su comportamiento anterior frente a una misma situación. ( )” 
. 

Al respecto cabe resaltar el siguiente texto doctrinal:

“La conducta contradictoria es una contravención o una infracción del deber de buena fe. Ya antes hemos señalado que el hecho de que una persona trate, en una determinada situación jurídica, de obtener la victoria en un litigio, poniéndose en contradicción con su conducta anterior, constituye un proceder injusto y falto de lealtad. He aquí por donde la regla según la cual nadie puede ir contra sus propios actos, se anuda estrechamente con el principio de derecho que manda comportarse de buena de en las relaciones jurídicas” 
Cabe destacar igualmente el reciente pronunciamiento de la Sala en relación con el valor probatorio de las copias en similares eventos excepcionales:

“Cabe señalar que aunque esas pruebas obran en el expediente en copia simple y fueron aportadas por la parte demandante, las mismas pueden ser valoradas en este proceso, porque: 

-La exigencia legal de los requisitos para que una copia simple tenga valor probatorio en un proceso fue declarada exequible por la Corte Constitucional al resolver la demanda presentada en contra del numeral 2 del artículo 254 y el numeral 3 del artículo 268, por considerar que esas disposiciones no quebrantan los artículos 83 y 228 de la Constitución que, respectivamente, consagran la presunción de buena fe de los particulares en todas las gestiones que éstos adelanten ante las autoridades públicas y el principio de la primacía del derecho sustancial: (…).

-No obstante, la Sala, sin desconocer las disposiciones que fueron declaradas exequibles, pero aplicando, entre otros, los principios de equidad y de buena fe y como protección al derecho de defensa, ha considerado que las copias simples de un documento tienen valor probatorio, cuando le resulte imposible a quien las aporte obtener la copia auténtica, porque la parte contra la que se aduce sea justamente quien conserve el original y se niegue a aportarlo al expediente, sin aducir una razón jurídica atendible (…).

-En esa misma providencia destacó la Sala, otros eventos en los cuales el ordenamiento jurídico le confiere valor probatorio a las copias simples: a) en el numeral 6 del artículo 133 del C. de P. Civil a propósito del trámite de reconstrucción por pérdida total o parcial de un expediente, se establece que si sólo concurriere a la audiencia que para el efecto se cita una de las partes o su apoderado, se declarará reconstruido el proceso con base en su exposición jurada y las demás pruebas que se aduzcan en aquélla, dentro de las cuales pueden ser aportadas copias simples de documentos que obraban en el proceso y que estuvieren en su poder; o b) en el artículo 274 ibídem, cuando una vez citado al autor del documento para su reconocimiento, se presenta renuencia por parte del mismo porque no concurre a la diligencia, o si a pesar de comparecer se niega a prestar juramento o a declarar, o da respuestas evasivas, en cuyos casos no obstante la amonestación del juez, se tendrá por surtido el reconocimiento, y así se declarará en nota puesta al pie del documento.

-Pero, además, se añade en esta oportunidad, que con fundamento en el artículo 255 del Código de Procedimiento Civil es posible, sin contrariar lo dispuesto en los artículo 244 y 268 ibídem, conferir valor probatorio a las copias simples, cuando la parte contra la cual se aducen conserva el original de las que se señala fueron reproducidas y puede por lo tanto, efectuar su cotejo y tacharlas de falsedad cuando no estén conformes, sin necesidad de que practique la inspección judicial de que trata la norma. (…).

Sin embargo, resultaría superfluo que la misma parte que tiene bajo su guarda los documentos originales, de los cuales la parte contraria afirma haber obtenido las copias que aporta, solicite una inspección judicial para que se practique el cotejo, cuando esa misma parte puede practicar la confrontación sin intervención judicial y en caso de encontrar disconformidad, proponer la tacha de falsedad de que tratan los artículos 289 y siguientes del Código de Procedimiento Civil. (…).

-Más evidente aún resulta la carencia de necesidad de que se autentiquen las copias simples aportadas en contra de quien tiene a su disposición los originales o copias auténticas anteriores, o de que éstas se cotejen en diligencia de inspección judicial, en aquellos eventos en los que quien tiene bajo su guarda esos originales o copias auténticas y en contra de quien se aducen las copias simples, en vez de tachar éstas de falsedad, se remite a las mismas para fundamentar su defensa, con ese comportamiento procesal, ha de entenderse que la parte contra quien se aducen las copias ha verificado su autenticidad y las acepta como pruebas válidas del proceso. 

(…). Esa actuación de la parte contra la cual se aducen las copias debe ser valorada atendiendo el principio de lealtad procesal, que debe gobernar el comportamiento de las partes en toda la actividad procesal, principio que la Sala ha aplicado, por ejemplo, para flexibilizar las exigencias legales en relación con la prueba trasladada, por considerar que en los eventos en los cuales el traslado de las pruebas recaudadas dentro de otro proceso es solicitado por ambas partes, éstas pueden ser valoradas, aun cuando hayan sido practicadas sin citación o intervención de alguna de ellas en el proceso original y no hayan sido ratificadas en el proceso al cual se trasladan, considerando que, en tales eventos, resulta contrario a la lealtad procesal que una de las partes solicite que la prueba haga parte del acervo probatorio, bien sea por petición expresa o coadyuvancia pero que, en el evento de resultar desfavorable a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión.

-Finalmente, que para la Sala no cabe duda de que las pruebas traídas por las partes en copia simple, pueden ser apreciadas sin limitación alguna en lo que le resulten desfavorables, en aplicación, igualmente, del principio de lealtad procesal. Por lo tanto, todas las consideraciones anteriores resultan relevantes pero cuando esas copias simples se aducen en contra de la otra parte, que, se reitera, tiene en su poder los originales en las que ellas reposan o las copias auténticas de los mismos”. 

Con fundamento en todo lo anterior, la Sala tendrá como base para la liquidación de los perjuicios materiales la suma de $55’000.000, que comprende tanto el valor del inmueble de propiedad de la señora Orjuela Grimaldo, como lo solicitado por la miscelánea que quedaba al interior del mismo (…)”
-
 (negrillas adicionales). 

En efecto, los lineamientos procesales modernos tienden a valorar la conducta de los sujetos procesales en aras de ponderar su actitud y, de manera especial, la buena fe y lealtad con que se obra a lo largo de las diferentes etapas que integran el procedimiento judicial. Sobre la valoración de la conducta procesal de las partes, la doctrina ha señalado lo siguiente:

 “(…) Los sujetos procesales pueden asumir, según sea la ocasión, papeles principales –actores, demandados, terceristas- o eventuales –terceros con interés jurídico relevante- que les otorgan facultades, deberes y cargas.  

Los modos en que ejecutan esas conductas no resultan irrelevantes para la suerte de sus pretensiones individuales y la finalidad del proceso judicial.

Las leyes de procedimiento contienen normas particulares que, de ordinario, prevén las consecuencias del incumplimiento de las conductas esperadas, pero también normas más amplias y abarcadoras, llamadas principios, que permiten extraer las consecuencias de aquellas que aluden los principios, los contradicen abiertamente o, por el contrario –por qué no-, los respetan.

Con esto queremos decir que la conducta desarrollada por quienes se ven involucrados en un pleito puede y debe ser valorada por el juez, tanto positiva como negativamente.

También, que el espacio-tiempo a considerar es el que va desde la interposición de la demanda hasta el dictado de la sentencia. No es posible, sin lesionar la unidad del proceso, separarlo a estos efectos en etapas inconexas entre sí.

El principio de adquisición procesal, si bien adquiere su máxima utilidad en materia probatoria, es plenamente operativo a partir del primer acto introductorio de la instancia.

En lo que toca al actor, su conducta se dejará ver en los términos de la demanda, en la claridad de su pretensión, en el cumplimiento de las formas iniciales, en su esfuerzo por cumplir con las notificaciones de manera real y eficaz, en la coherencia de sus actos durante todo el juicio que ha decido llevar adelante.

Durante el periodo de prueba, las reglas estáticas le imponen cierta actividad ineludible. Pero sin duda, una “actitud” de aportación –o facilitación- de pruebas cuya carga correspondería, según la clásica división de los hechos, al demandado, habla en favor del respeto por su parte al principio de colaboración.

Contrariamente, una posición de excesiva pasividad en circunstancias de prueba difícil, por ejemplo, podría ser considerada negligencia, y poner en marcha alguna de las reglas dinámicas de la carga.

Asimismo y dependiendo de las particularidades del caso, el pedido de clausura del término probatorio con aprovechamiento de la imposibilidad material de producir la prueba dentro de los exiguos plazos que otorga la ley, en comparación con las atestadas agendas judiciales –una verdadera situación de fuerza mayor procesal-, podría estar indicando una especie de ejercicio abusivo de un derecho, por anti funcional y violatorio de los principios de buena fe, lealtad y economía.

El demandado, esa parte que viene el juicio por exclusiva voluntad del actor, puede optar por asumir distintas conductas que serán causa de otros tantos efectos.

Ese amplio espectro de actitudes posibles conforma lo que se denomina en forma genérica el derecho de reacción o de defensa en juicio.

Durante su ejercicio, se encontrará también con cargas, deberes y facultades susceptibles de ser cumplidos –aún estratégicamente- dentro de los carriles de los principios finalistas del proceso o deslizándose fuera de ellos”. (…)

En el caso sub examine, por ejemplo, las partes pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue aportada tanto con la demanda, como en la etapa probatoria, circunstancia que no acaeció, tanto así que los motivos de inconformidad y que motivaron la apelación de la providencia de primera instancia por parte del demandado no se relacionan con el grado de validez de las pruebas que integran el plenario, sino con aspectos sustanciales de fondo que tienen que ver con la imputación del daño y con la forma de establecer la eventual participación en la producción del mismo. 

Así mismo la parte demandante, tampoco ha desconocido los documentos aportados con la contestación de la demanda, y en los alegatos de conclusión surtidos en las diferentes instancias, se ha referido a ellos. 

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal
 reconocerá valor probatorio a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las partes. 
El anterior paradigma fue recogido de manera reciente en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –que entra a regir el 2 de julio de 2012– en el artículo 215, que determina, se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tienen el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas; entonces, si bien la mencionada disposición no se aplica al caso concreto, lo cierto es que en la nueva regulación, no es posible que el juez desconozca el principio de buena fe y la regla de lealtad que se desprende del mismo, máxime si, se insiste, las partes no han cuestionado la veracidad y autenticidad de los documentos que fueron allegados al proceso. 

3. El daño constituye el primer elemento o supuesto de la responsabilidad, cuya inexistencia, o falta de prueba, hace inocuo el estudio de la imputación frente a la entidad demandada; esto es, ante la ausencia de daño se torna estéril cualquier otro análisis, comoquiera que es el umbral mismo de la responsabilidad extracontractual del Estado. 

Así las cosas, el daño se refiere a aquel evento en el cual se causa un detrimento o  menoscabo, es decir, cuando se lesionan los intereses de una persona en cualquiera de sus órbitas, es “la ofensa o lesión de un derecho o de un bien jurídico cualquiera”
 aunque algunos autores han considerado que esta concepción debe incluir también la “amenaza o puesta en peligro del interés”
, con lo cual se amplía su concepción a la “función preventiva”
 del mismo; en ese orden de ideas, se encuentran diversos conceptos del daño que ha planteado la doctrina: 
“Nos encontramos ante un concepto amplio, impreciso y esencialmente intuitivo
. De estas características se deriva la dificultad de dar un concepto unitario de <<daño>>, dada la diversidad de manifestaciones y matices que éste presenta
. 

“Para De Cupis <<daño>> no significa más que nocimiento o perjuicio, o lo que es lo mismo aminoración o alteración de una situación favorable
. En un entendimiento similar del concepto, la doctrina suele dar un concepto meramente objetivo del <<daño>> caracterizándolo –en palabras de LARENZ- como <<el menoscabo que, a consecuencia de un acaecimiento o evento determinado, sufre una persona, ya en sus bienes vitales naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio>>
. 
“Esta afirmación precisa de una urgente aclaración ya que el hombre no sólo sufre cuando se lesionan sus intereses materiales; <<un atentado- escriben los hermanos MAZEAUD- contra sus intereses morales, le puede resultar todavía más sensible>>
. En definitiva, <<daño>> no se equipara a la mera pérdida pecuniaria. 

“El concepto de daño comprende, en efecto, el perjuicio, el nocimiento causado
. Es una modificación a la realidad material
, modificación desfavorable para el dañado, perjudicial para sus intereses. En consecuencia, es inmanente al concepto de daño la idea de confrontación entre una situación antecedente y una sucesiva desventajosa para la víctima.”
 

Así, con la aproximación al concepto de daño
, es pertinente señalar, que la constatación de éste no es suficiente para que se proceda a su indemnización; en efecto, el daño debe ser cualificado para que sea relevante en el mundo jurídico, por ello la Constitución Política en el artículo 90 señala que “[e]l Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas” (se resalta). 
La antijuridicidad
 se refiere a aquello que no se tiene la obligación de padecer, al evento que es “contrario a derecho”
, “es la contradicción entre la conducta del sujeto y el ordenamiento jurídico aprehendido en su totalidad”
, ello se refiere a que se desconozca cualquier disposición normativa del compendio normativo, sin importar la materia o la rama del derecho que se vulnera, puesto que la transgresión a cualquiera de ellas, genera la antijuridicidad del daño
. 
En ese orden, la antijuridicidad puede ser estudiada en el plano formal y en el material: el primero de ellos se evidencia con la simple constatación de la vulneración a una norma jurídica, y el segundo se refiere a la lesión que se produce con esa vulneración, en los derechos de un tercero
, aspectos que deben estar presentes para que el daño sea indemnizable. 
Sin embargo, es preciso señalar que no sólo es antijurídico el daño cuando se vulnera una norma jurídica, sino también aquel que atenta contra un bien jurídicamente protegido, en palabras de Roberto Vásquez Ferreyra, “la antijuridicidad supone una contradicción con el ordenamiento, comprensivo éste de las leyes, las costumbres, los principios jurídicos estrictos dimanantes del sistema y hasta las reglas del orden natural. En esta formulación amplia caben los atentados al orden público, las buenas costumbres, la buena fe, los principios generales del derecho y hasta el ejercicio abusivo de los derechos
”
.
La Corte Constitucional en sentencia C-333 del 1º de agosto de 1996, en lo que se refiere al daño antijurídico, indicó:  
“El daño antijurídico no tiene una definición constitucional expresa, por lo cual es un concepto constitucional parcialmente indeterminado, cuyos alcances pueden ser desarrollados, dentro de ciertos límites, por el Legislador. 

“La doctrina española ha definido el daño antijurídico no como aquel que es producto de una actividad ilícita del Estado sino como el perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. Esta concepción fue la base conceptual de la propuesta que llevó a la consagración del actual artículo 90. (…).

“Esta concepción de daño antijurídico ha sido admitida por la jurisprudencia del Consejo de Estado en nuestro país. Así, en múltiples oportunidades ese tribunal ha definido el daño antijurídico como "la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar", por lo cual "se ha desplazado la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo". Por consiguiente, concluye esa Corporación, "el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva” 

“Por ende, la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, por lo cual éste se reputa indemnizable. Esto significa obviamente que no todo perjuicio debe ser reparado porque puede no ser antijurídico, y para saberlo será suficiente acudir a los elementos del propio daño, que puede contener causales de justificación que hacen que la persona tenga que soportarlo”.

Esta Corporación ha entendido el daño antijurídico como “el perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo”
, como también en los siguientes términos:  

“A pesar de que el artículo 90 de la Constitución es claro en señalar que el Estado “responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables”, lo cierto es que en nuestro ordenamiento jurídico no existe definición normativa del concepto de daño antijurídico. Por ello, la jurisprudencia nacional, siguiendo algunos parámetros de la doctrina extranjera, dada la similitud de los artículos 106 de la Constitución Española y 90 de la Constitución Colombiana, ha definido el daño antijurídico como “la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar, que no está justificado por la ley o el derecho”
; o también se ha entendido como el daño que se produce a una persona a pesar de que “el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carece de ´causales de justificación´

“Nótese que, de la simple definición de daño antijurídico, pueden deducirse fácilmente dos de sus principales características, a saber: 

“La primera: no todos los daños que causa el Estado resultan indemnizables, sobre todo si los mismos son el resultado de la actividad estatal lícita,  pues solamente originan el deber de reparación patrimonial aquellos daños que exceden los límites jurídicos que garantizan los derechos e imponen obligaciones exigibles a todas las personas que viven en determinada sociedad. Se ve, entonces, como la concepción del daño antijurídico, desde esa perspectiva, no solamente resulta acorde con los principios de eficiencia de la función pública y efectividad de los derechos (artículos 228 y 2º de la Constitución), sino también confluye con los principios de igualdad frente a las cargas públicas y solidaridad, que constituyen las piezas angulares del Estado Social de Derecho (artículos 1º y 13 de la Carta)”
. 

El daño antijurídico, a efectos de que sea indemnizable, requiere que esté cabalmente estructurado, por tal motivo, se torna imprescindible que se acrediten los siguientes aspectos relacionados con la lesión o detrimento cuya reparación se reclama: i) debe ser antijurídico, esto es, que la persona no tenga el deber jurídico de soportarlo; ii) que se lesione un derecho, bien o interés protegido legalmente por el ordenamiento; iii) que sea cierto, es decir, que se pueda apreciar material y jurídicamente; por ende, no puede limitarse a una mera conjetura. 

Así las cosas, de la existencia del daño antijurídico, se puede establecer que aquellos que no cumplan con esos parámetros, conformaran un daño opuesto, esto es un daño justo o jurídicamente permitido: “[d]esde esta perspectiva, los actos humanos que resulten ajustados al Derecho, en función de que son respetuosos con los intereses que éste estima preferentes, integran la órbita de los actos lícitos, justos o no antijurídico (…)”
, es decir, que serán daños jurídicos cuando la conducta por la cual se imputa el daño o el hecho dañoso este autorizado por las normas jurídicas vigentes, o el que acaece por el cumplimiento de un deber consagrado en el ordenamiento jurídico, en términos breves “cuando existe el deber legal de soportarlo”
.
En conclusión, el daño es el primer elemento de la responsabilidad, el cual cuando se torna en antijurídico, da lugar a estudiar su imputación al ente demandado, de lo contrario el análisis de la misma se agota en ese primer presupuesto, comoquiera que  resultando inocuo cualquier consideración adicional a su imputación y al régimen aplicable, al respecto se ha indicado: 
“Como lo ha señalado la Sala en ocasiones anteriores
, el primer aspecto a estudiar en los procesos de reparación directa, es la existencia del daño puesto que si no es posible establecer la ocurrencia del mismo, se torna inútil cualquier otro juzgamiento que pueda hacerse en estos procesos.

“En efecto, en sentencias proferidas dentro de los procesos acumulados 10948 y 11643 y número 11883, se ha señalado tal circunstancia precisándose en ésta última, que “... es indispensable, en primer término determinar la existencia del daño y, una vez establecida la realidad del mismo, deducir sobre su naturaleza, esto es, si el mismo puede, o no calificarse como antijurídico, puesto que un juicio de carácter negativo sobre tal aspecto, libera de toda responsabilidad al Estado...”, y, por tanto, releva al juzgador de realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se han elaborado”
.”

4. Hechas las anteriores precisiones, es necesario determinar si en el sub lite, se acreditó la ocurrencia de un daño. 

 Con fundamento en las pruebas practicadas en el proceso, se tiene lo siguiente: 

4.1  La empresa Fumigaciones Aéreas de Colombia Ltda., es propietaria del predio denominado Pista Madaci, según dan cuenta la escritura pública No. 322 del 12 de mayo de 1989 (fls. 71 a 77 cdno. No. 1) y el folio de matrícula inmobiliaria No. 190- 45934 (fl. 78 a 79 ibídem). 

Así mismo se encuentra acreditado que Fumicol era arrendataria de una pista de aterrizaje para aviones de fumigación, denominada Pista Villa Rosa (fl. 80 a 81 cdno. No. 1). 

Respecto de la aeronave HK 1766E, no existe ninguna prueba que permita establecer que era de propiedad de la empresa Fumicol. 

4.2. Acta de inutilización de la pista Madaci, la que fue aportada al proceso por la parte demandada, en la que lee: 

“En el corregimiento de Mariangola Municipio de Valledupar, a los diecinueve (19) días del mes de Noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999), siendo aproximadamente las 11:40 horas, se hicieron presentes personal perteneciente a la Cuarta Compañía de Antinarcóticos así: Subintendente JELBER ALFONSO RIVERA VEGA Subcomandante Cuarta Compañía Antinarcóticos, Patrullero DORIAN ALEJANDRO MENCO DELGADO Integrante Cuarta Compañía Antinarcóticos Patrullero JAVIER LÓPEZ LOZANO Integrante Cuarta Compañía Antinarcóticos Patrullero JORGE GUZMÁN MALANGÓN Integrante Cuarta Compañía Antinarcóticos, con el fin de llevar a cabo la inutilización de la pista de aterrizaje de nombre MADACI ubicada en las coordenadas N 10-19-54 y W 73-21-31, esta determinación se llevó a cabo teniendo en cuenta que el señor Administrador de dichas pistas, DARÍO FORERO no presentó ante esta unidad la documentación que se solicitó mediante oficio Nro. 234 de fecha noviembre 12 de 1999, como permiso vigente expedido por la Aeronáutica Civil con sede en Valledupar, sobre la figuración de dichos aeródromos como autorizados para funcionar, obteniéndose respuesta de la señora MARÍA VICTORIA GARCÍA VALERA Administradora Aeropuerto Alfonso López, mediante oficio referencia YDYA-VUP336-99, donde indica que los aeródromos solicitado en nuestro oficio Nro. 232 no aparecen relacionados en el listado que ellos manejan de aeródromos autorizados por la Aeronáutica Civil, por lo tanto dichos aeródromos figuran ante tal institución como ilegales. 

“Es de anotar que para la ejecución de la inutilización de dichas pistas de aterrizaje cuando son consideradas ilegales, nos faculta el artículo 64 del Estatuto Nacional de Estupefacientes y observancia del Decreto reglamentario 3788 de 1986 (diciembre 31) en su artículo 58 que dice: CUANDO EXISTAN O SE ENCUENTREN PISTAS DE ATERRIZAJE SIN AUTORIZACIÓN DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA AERONÁUTICA CIVIL ABRA (sic) LUGAR A SU INUTILIZACIÓN” (mayúsculas fijas del original - fl. 138 cdno. No. 1). 

4.3 Los siguientes testimonios permiten establecer que los operativos de inutilización se extendieron a la pista Villa Rosa: 

- Javier Orlando Barón Oviedo, quien se desempeñaba como ayudante mecánico, narró sus vivencias así:

“Yo para esa fecha [19 de noviembre de 1999] trabajaba con el Capitán Darío Forero y me encontraba tanqueando la avioneta en la pista Madaci que queda alantico (sic) de callao, de ahí se terminó el trabajo entonces el capitán Forero me convidó para la pista Villa Rosa para hacer una diligencia a donde el celador, allá encontramos a los (sic) ya estaban bombardeando la pista de Villa Rosa y no nos dejaron entrar y de ahí nos devolvimos para acá para Madaci y ellos ya habían llegado a la finca Madaci, el mecánico estaba haciéndole servicio al avión o sea mantenimiento, entonces yo llegue con el capitán y el capitán habló con ellos que esperaran que él tenía el permiso de la pista para aterrizar para dársela a ellos, pero ellos no se esperaron el capitán les pidió una espera para venir acá a Valledupar, pero cuando el capitán vino ya ellos estaban haciendo los huecos a la pista con unas bombas que pusieron en el suelo, y él les entregó el permiso, hicieron tres huecos, el avión con la explosión sufrió daños, las bombas las puso la policía antinarcóticos, después de eso dejaron de hacerse las fumigaciones porque se dañó el avión y la pista, y la pista quedó inactiva como tres meses(…)” (fls. 211 a 212 continuación cdno. No. 1). 

- Luis Guillermo Castro Álvarez, presente en el momento de los hechos, indicó: 

“Como primera medida yo les prestó el servicio de transporte al capitán Darío Forero cuantas veces me lo pide o cuanto tiene el carro de su servicio dañado, en esos días les estaba haciendo el transporte tanto a él como a sus empleados a la pista y siendo aproximadamente como las nueve a diez de la mañana me dijo en la pista Madaci que lo llevara a la pista Villa Rosa y cuando llegamos a la pista encontramos la policía, nosotros entramos hasta la pista y se le acercó a los policías a averiguarles que pasaba y le dijeron no es una orden salgan que esto va a explotar ya y saqué mi carro inmediatamente en bolas de fuego antes de que me lo fueran a destruir, es tanto que cuando subí al pavimento del estadillo de la bomba me estremecieron el vehículo y varios que iban pasando en ese momento, ahí esperamos un ratico porque sobrevolaban dos helicópteros, vimos que explotaron tres veces en partes diferentes sobre la pista, entonces el capitán me dijo vayamos a Valledupar a buscar los documentos que él le había pasado al comandante unos días antes para evitar la destrucción de la finca (…)” (fls. 218 a 219 continuación cdno. No. 1). 

En virtud de lo anterior se encuentra acreditado el daño que padeció la empresa Fumicol Ltda. con la inutilización de las pistas Madaci y Villa Rosa, lo que no ocurre frente a la aeronave HK 1766 E, comoquiera que no se demostró la propiedad sobre la misma. 

5. Ahora bien, constada la existencia del daño, se abordara el análisis de antijuridicidad dirigido a establecer si el mismo reviste las características necesarias para que se proceda a su indemnización. 
La entidad demanda indicó que el daño no le era imputable, por cuanto las pistas usadas por la sociedad Fumicol no contaban con los permisos para su funcionamiento, motivo por el cual su actuación se enmarcó dentro de lo establecido en la ley, esto es, el artículo 58 del decreto 3788 de 1986, de otro lado, la parte actora ha señalado que para la fecha de los hechos, si contaba con el respectivo permiso de operación y que adicionalmente no se le demostró ninguna actuación ilegal. 
De conformidad con la norma citada “[c]uando existan o se encuentren pistas de aterrizaje sin autorización del Departamento Administrativo de la Aeronáutica Civil, habrá lugar a su inutilización”, de lo anterior se desprende que la obligación que estaba en cabeza de la sociedad Fumicol Ltda. era la de tener vigentes los permisos de funcionamiento de las pistas que empleaba, sin que ahora en este proceso sea viable discutir o determinar la legalidad o ilegalidad de sus operaciones comerciales, por ello, se debe establecer si la sociedad demandante, tenía la autorización de la Aeronáutica Civil sobre los aeródromos Madaci y Villa Rosa, para la fecha de los hechos. 
Al respecto se observa que el 23 de agosto de 1999 el Jefe de Estado Mayor y 2º Comandante de la Segunda Brigada del Ejército Nacional, certificó que los socios de la empresa Fumigaciones Aéreas de Colombia Ltda., no tenían anotaciones de inteligencia hasta esa fecha, por lo cual emitió concepto favorable para que se tramitara la renovación de la licencia de funcionamiento (fl. 63 cdno. No. 1), sin que allí se especificara a qué clase de licencia de funcionamiento se refería, ni si la misma se encontraba vigente o no.
De igual manera obra dentro del proceso el certificado expedido por la Dirección Nacional de Estupefacientes, denominado “Carencia de informes por Tráfico de Estupefacientes”, sobre la aeronave HK 2277E (fl. 87 cdno. No. 1), documento que en nada se relaciona con las pistas Madaci y Villa Rosa. 

Ahora bien, mediante la resolución No. 13476 de 1986 se renovó el permiso de operación al aeródromo de fumigación Villa Rosa (fls. 69 a 70 cdno. No. 1), por el término de 10 años, el cual expiró en el año 1996, es decir, que este documento tampoco brinda certeza acerca de la vigencia del permiso de operación de esa pista para el año 1999. 
De otra parte, mediante comunicación del 28 de noviembre de 1997 dirigida a Fumicol, la Aeronáutica Civil informó: 

“En atención al asunto en referencia, le informo que revisados los archivos de la División de Transporte y Asuntos Internacionales se encontró que la sociedad FUMIGACIONES AÉREAS DE COLOMBIA LTDA “FUMICOL”, tiene permiso de operación como empresa de Trabajos Aéreos Especiales en la modalidad de Aviación Agrícola, según resolución No. 0563 de enero 19 de 1987, por medio del cual se renovó el permiso de operación por un termino de diez (10) años. Fue renovado automáticamente por el término de tres (3) años, a partir del 20 de enero de 1997 hasta el 19 de enero del 2000 (en aplicación del numeral 3.6.3.2.8 del Manual de Reglamentos Aeronáuticos que dispone renovación automática)” (fl. 118 cdno. No. 1).
De la anterior comunicación se puede establecer que efectivamente la empresa Fumicol Ltda, contaba con permiso de operación como Empresa de Trabajos Aéreos en la modalidad de aviación agrícola para la fecha de los hechos, esto es, el 19 de noviembre de 1999; sin embargo, ello no implica que estuviera autorizada para utilizar los aeródromos Madaci y Villa Rosa. 

En efecto, de conformidad con el artículo 1859 del Código de Comercio para operar el servicio aéreo, en cualquier modalidad, se debe contar con el permiso de operación de servicios de transporte aéreo
 otorgado por la Aeronáutica Civil. 
Ahora bien, para el uso de los aeródromos era necesario contar con la respectiva autorización, es decir, no se puede confundir el permiso de operación como empresa de aviación agrícola, con el de autorización de los aeródromos. 
Es por ello que la resolución No. 13476 de 1986, específicamente señaló que renovaba el permiso para la operación del aeródromo Villa Rosa, lo que encuentra respaldo en el contenido de la resolución No. 04777 del 15 de diciembre de 1999, expedida por el Jefe de la Oficina de Transporte Aéreo de la Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil, por medio de la cual se canceló el permiso de operación a la sociedad Fumigaciones Aéreas de Colombia Fumicol Ltda., en la que se precisó: 
“CONSIDERANDO QUE:
“1. A la sociedad FUMIGACIONES AÉREAS DE COLOMBIA – FUMICOL LTDA., se le renovó el permiso de operación como empresa de Trabajos Aéreos Especiales en la modalidad de Aviación Agrícola, mediante resolución No. 563 del 19 de enero de 1987, por el término de diez (10) años, prorrogado por última vez el 20 de enero de 1997, por tres años más, en forma automática en aplicación de la resolución 2110 del 11 de marzo de 1992. 
“2. El numeral 3.6.3.2.12. del manual de Reglamentos Aeronáuticos que expresa: “Cuando se suspendiere durante un año, el servicio especificado en el permiso de operación o de funcionamiento este quedará cancelado. 

“3. El artículo 6º de la resolución 563 del 19 de enero de 1987 que indica: “El permiso que aquí se concede, podrá ser modificado, suspendido o cancelado antes del término de su vigencia, si a juicio del Departamento la sociedad deja de cumplir con los requisitos exigidos en los Reglamentos Aeronáuticos y disposiciones concordantes”. 

“4. El numeral 3.8.1 del Manual de Reglamentos Aeronáuticos expresa: “Las personas naturales o jurídica dedicadas a actividades aéreas civiles, producirán y enviarán a la Aerocivil, además de otros datos técnicos y estadísticos exigidos, las informaciones indicadas a continuación de acuerdo a los formularios previstos para cada caso, dentro de los plazos señalados así: 
“Literal b) Formulario de información de la empresas de fumigación. (…)

“5. Revisados los informes estadísticos de operación correspondientes al año 1998 y lo que va corrido de 1999, se observa que la empresa no ha remitido esa información. 

“6. Mediante oficio No. 2971 del 8 de noviembre de 1999, el Jefe de la Oficina de Transporte Aéreo le comunica a FUMICOL LTDA. que de acuerdo a la información suministrada por el Grupo de Inspección de Aeropuertos, esa empresa no cuenta con ningún aeródromo autorizado para realizar operaciones aéreas en el territorio nacional desde el año 1996 y que además revisados los informes estadísticos de operación, del año 1998 y lo que va corrido del presente año, la empresa no ha remitido esta información, por lo que con el fin de definir la situación del permiso de operación de la empresa, en aplicación de los previsto en el artículo 28 del Código Contencioso Administrativo, se le solicita explicaciones al respecto, dentro de un término de diez días contados a partir de la fecha de la presente comunicación. A la fecha la empresa no ha respondido este requerimiento. 
“7. Revisado el reporte generado el 15 de diciembre de 1999, por la aplicación empresas y talleres, se observa que la empresa no cuenta con pista autorizadas. Además no ha remitido a la fecha, los informes estadísticos de operación. 

“8. Conforme a lo expuesto en los numerales anteriores, se extracta de esa situación que la empresa no opera desde hace más de un año, teniendo en cuenta que no cuenta con pista autorizadas desde el año 1996, dando lugar a la aplicación del numeral 3.6.3.2.12 del Reglamento Aeronáutico de Colombia y al artículo 6º de la resolución No. 563 del 19 de enero de 1987. 

“9. En mérito de lo expuesto, 

“RESUELVE

“ARTÍCULO 1º. Cancelar el permiso de operación a la sociedad FUMIGACIONES AÉREAS DE COLOMBIA FUMICOL LTDA., por los hechos enunciados en la parte motiva de esta providencia. (negrillas adicionales - fl. 256 continuación cdno. No. 1)
Con lo anterior, se ratifica que uno es el permiso de operación de la empresa como prestadora del servicio de aviación y otra la autorización de las pistas o de los aeródromos, y ello es así porque precisamente allí se cita que Fumicol no tenía pistas autorizadas, a pesar de que si contaba con el permiso de operaciones. De esto se deriva que la sociedad demandante no acreditó que tuviera vigente para la fecha de los hechos la autorización sobre los aeródromos Madaci y Villa Rosa. 
Agregado a lo anterior, previo a la inutilización de las pistas, con el oficio No. 232 del 12 de noviembre de 1999, suscrito por el Jefe del Grupo de Inteligencia de Antinarcóticos de Valledupar, le solicitó a la Aeronáutica Civil de Valledupar certificara si los aeródromos Villa Rosa y Madaci contaban con permiso vigente (fl. 134 cdno. No. 1), en repuesta a lo anterior la Administradora del Aeropuerto de Valledupar, de la Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil, manifestó: 

“En constesta (sic) a su solicitud adjuntamos a la presente el listado de pista autorizadas por la Aeronáutica Civil, en la cual no aparecen relacionados los aeródromos mencionados en su oficio 232 del 12 de noviembre del presente año [1999]” (fl. 130 cdno. No. 1). 

Así las cosas, se concluye que para la fecha de los hechos, la sociedad Fumicol no tenía autorización para utilizar los aeródromos Villa Rosa y Madaci, hecho que se enmarca en lo consagrado por el artículo 58 del decreto 3788 de 1986, es decir, que procedía la inutilización de las pistas, de allí que el daño sufrido por la sociedad demandante no reviste la característica de ser antijurídico, comoquiera que la Policía Nacional una vez verificó el supuesto de hecho contenido en la norma, aplicó la consecuencia jurídica, sin que se requiriera para ello, se itera, la comprobación de una actuación ilegal referente al tráfico de narcóticos. 
Por lo anterior, se evidencia que la actuación de la entidad demandada se ajustó a los preceptos legales, entidad que fue diligente en dicha actuación, toda vez que, antes de proceder a la inutilización de las pistas, requirió no sólo a la Aeronáutica Civil para que certificara la autorización respecto de los aeródromos Madaci y Villa Rosa, sino que también requirió a la sociedad Fumicol para que acreditara la autorización, frente a lo cual guardó silencio. 
En ese contexto, para la Sala se presenta una daño jurídico, que la sociedad demandante si tenía lo obligación de soportar, toda vez que la Policía Nacional procedió de conformidad con la normas vigentes, es decir, que no se acreditó la ocurrencia de un daño antijurídico, en los términos de análisis del artículo 90 de la Constitución Política.

 En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:
Primero: Revócase la sentencia del 7 de mayo de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo del Cesar, mediante la cual se accedió a las pretensiones de la demanda. 

Segundo: Niéganse las pretensiones de la demanda. 

Tercero: En firme esta providencia vuelva el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ENRIQUE GIL BOTERO

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� “Ejecutoriado el auto admisorio del recurso o vencido el término probatorio, se ordenará correr traslado a las partes por el término común de diez (10) días, para alegar de conclusión y se dispondrá que vencido éste, se dé traslado del expediente al Ministerio Público por diez (10) días, para que emita su concepto.” 


� Sentencia C-836 que dictó la Corte Constitucional el 9 de agosto de 2001. Exp: D-3374. Actor: Carlos Alberto Maya Restrepo. Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subesección C. Sentencia del 18 de enero de 2012. M.P.: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Rad. No. 1999- 01250.


� Ver entre otras, las sentencias de la Sección Tercera, Subsección C, en los procesos radicados con los Nos. 1996-0142 y 1994-0845. MP. Enrique Gil Botero.





� Miryam T. Balestro Faure. La valoración Judicial de la Conducta en Juicio. En: Valoración Judicial de la Conducta Procesal de Jorge W. Peyrano. Ed. Rubinzal – Culzoni. Pags. 25 a 44. 


� “… La actividad probatoria es esencial dentro del desarrollo de cualquier tipo de proceso, pues mediante ella las partes procuran acreditar la exactitud de sus alegaciones, y el órgano jurisdiccional intenta alcanzar el convencimiento sobre los hechos litigiosos en aras de ofrecer la tutela más justa. Por ello, dada la relevancia práctica de esta actividad, el legislador realiza una regulación de la prueba en la que se pretende evitar que la actuación maliciosa de cualquiera de los litigantes pueda desplegar algún tipo de eficacia. La infracción del principio de la buena fe procesal en el desarrollo de la actividad probatoria suele estar relacionado, por un lado, con conductas de las partes, el engaño, la mentira, el error; y, por otro, con el uso de los medios probatorios para dilatar o complicar el desarrollo normal del proceso.


La intervención de buena fe de las partes en materia probatoria comporta, en primer lugar, que limiten su proposición de prueba a aquellas que sean pertinentes, útiles y licitas, y lo efectúen en el momento procesal adecuado, que varía en función del tipo de prueba. Y, en segundo lugar, una vez admitida la prueba, que realicen toda la actividad tendente a su práctica, salvo que renuncien a ella de forma expresa. En ningún caso es posible que una vez practicada la prueba, la parte proponente pueda renunciar a la misma, ya que en función del resultado obtenido podría sustraerse maliciosamente del proceso un material de enjuiciamiento del todo imprescindible para la más justa resolución del caso, a la vez que se eliminaría un elemento de defensa de la parte contraria. Además, ello supondría la vulneración del principio chiovendano de adquisición procesal, que si bien no ha sido expresamente recogido en la LEC 1/2000, ha sido reiteradamente admitido por la jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo. (…) de igual modo, las reglas de buena fe inciden en materia de carga de la prueba, especialmente en aquellas situaciones fácticas cuya prueba es fácil para una de las partes; en estos casos, la buena fe en su actuar debería comportarle la carga de probar los citados hechos. Así en los modernos ordenamientos procesales –como destaca recientemente Berizonce- la debida colaboración de las partes en materia probatoria ha dado lugar a la denominada carga de la prueba dinámica, lo que comporta la imposición de la carga de aportación a la parte que, según las circunstancias del caso y la relación o situación jurídica base del conflicto, se encuentre en condiciones técnicas, profesionales o fácticas para suministrarla, con prescindencia de la calidad de actor o demandado en el proceso… En materia de prueba documental, la buena fe de los litigantes se concreta muy especialmente en tres momentos: a) en primer lugar, en la exigencia de aportar los documentos en que se fundamenten sus pretensiones con los escritos iniciales de alegaciones, al objeto de garantizar plenamente el derecho a la defensa de la contraparte. Por ello, el art. 269.1 LEC prevé la preclusión de la aportación de documentos, y el art. 270.2 LEC recoge expresamente la mala fe procesal como motivo para imponer una multa de hasta 1200 euros para cuando se pretenda vulnerar dicha preclusión sin causa justificada. Además, por otro lado, no pueden esconderse los documentos decisivos, ni aportarlos de forma manipulada en orden a falsear la realidad de los hechos que recoja. En este caso, al margen de la correspondiente responsabilidad penal en la que se podrá incurrir, se justificará la nulidad de la sentencia firme civil y su posterior revisión. b) En segundo lugar, en la necesidad de pronunciarse sobre la autenticidad de los documentos en el acto de la audiencia previa, a fin de evitar innecesarias actuaciones probatorias posteriores. c) Y, en tercer lugar, en la obligación de aportar, a instancia de la parte contraria, los documentos que sean requeridos por el juez, para así protegerle en su derecho fundamental a la prueba…”. Joan Pico I Junoy. El Principio de la Buena Fe Procesal. Ed. J.M. Bosch. Pags. 152 a 157.





� ORGAZ Alfredo. El daño resarcible. 2ª Edición. Ed. Bibliográfica Omeba, Buenos Aires. Pág. 36. En ese mismo sentido VÁSQUEZ Ferreira Roberto en su obra Responsabilidad por daños. Ed. Depalma, Buenos Aires. Pág. 174 lo definió así: “El daño es la lesión a un interés jurídico.”


� DE LORENZO Miguel Federico. El daño injusto en la responsabilidad civil. Ed. Abeledo – Perrot, Buenos Aires. Pág. 17.


� VÁZQUEZ Ferreira Roberto. Ob. cit. Pág. 170.


� Nota del original: “Cfr. ATAZ LÓPEZ,J.: Los médicos y la responsabilidad civil, Ed. Montecorvo, Madrid, 1985, p.319.”


� Nota del original: “Vid., entre otros, YZQUIERDO TOLSADA, M.: Responsabilidad civil contractual y extracontractual. Reus, Madrid, 1993, Vol. I, p. 182.”


� Nota del original: “DE CUPIS, A.: Ill danno. Teoria generale della responsabilità  civile, Giuffrè Editore, Milano, 1996, vol. I, p. 7. Términos curiosamente coincidentes con los empleados por el Diccionario de la Real Academia de la Lengua como sinónimos de <<nocimiento>> ; cfr. Diccionario de la Real Academia de la Lengua, Espasa- Calpe, edic. 1984 (20ª edición), t. II, p. 956: <<Nocimiento. (De nocir), Daño o perjuicio>>.”


� Nota del original: “Cfr. LARENZ, K.: Derecho de obligaciones (traducción española de SANTOS BRIZ), EDERSA, Madrid, 1958, t.I, p.193. Definición recogida por SANTOS BRIZ, J. en sus obras: Derecho de daños, EDERSA, Madrid, 1963, p.107 y La responsabilidad Civil. Derecho sustantivo y Derecho procesal, Montecorvo S.A., Madrid, 1993 (7ª edic.), t.I, p. 144; por PASCUAL ESTEVILL, L.: La responsabilidad extracontractual, aquiliana o delictual, Bosch, Barcelona, 1990-92, T.II, vol. 2º, Parte Especial (cont.), p. 647.”


� Nota del original: “Cfr. MAZEAUD, H., L. y J.: Lecciones de Derecho Civil (traducción de Luis Alacalá – Zamora y Castillo), ED. Ediciones Jurídicas Europa- América, Buenos Aires, 1960, Parte segunda, vol. II, p. 60.


� Nota del original: “Vid. PATTI, S.: Il dañño patrimoniale, UTET- Libreria, Torino, 1989, p.9 ; DE CUPIS, A. : <<Danno (dir vig.)>>, en Enc. Dir., t. XI, Milano, 1962, pp. 622 y ss.”  


� Nota del original: “Vid. Von CAEMMERER, E.: Das Problem des Kausalzusammenhangs im Privatrecht, Freiburg i. Br., 1956. 


� BUSTOS Lago José Manuel. La antijuridicidad del daño resarcible en la responsabilidad civil extracontractual. Ed. Tecnos. Madrid. Pág. 40.


� El Consejo de Estado, ha definido el daño así: “El daño, como otro de los elementos de la responsabilidad, es la lesión o pérdida causada por una conducta lícita o ilícita, que puede ser patrimonial o extrapatrimonial, y la cual no tiene por qué soportar el lesionado (art. 90 constitucional)”, sentencia del 19 de mayo de 2005, expediente No. 15001-23-31-000-2001-01541-03, M.P.: María Elena Giraldo Gómez; “El daño, en “su sentido natural y obvio“, es un hecho, consistente en “el detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia causado a alguien“, “...en su persona, bienes, libertad, honor, afectos, creencias, etc….” y “...supone la destrucción o disminución de ventajas o beneficios patrimoniales o extrapatrimoniales de que goza un individuo”. Sentencia del 11 de noviembre de 1999, expediente No. 11.499, M.P.: Alier Eduardo Hernández Enríquez. 


� Término que ha sido aceptado por un sector de la doctrina como sinónimo de injusto, y en ciertos eventos de ilícito.  


� BUSTOS Lago José Manuel, Ob. cit. Pág. 45.


� Nota del original: “Cfr. BUERES, A. J.: <<El daño injusto y la licitud>> op. Cit., p. 149. En el mismo sentido, entre otros, RODRIGUEZ MOURULLO, G.: Derecho Penal. Parte General, op cit., p. 343: <<Para la determinación de la antijuridicidad resulta decisivo el ordenamiento jurídico en su conjunto>>”. BUSTOS Lago José Manuel. Ob. cit. Pág. 50. 


� Sobre el concepto de daño antijurídico resulta ilustrativo, la breve reseña que sobre el mismo presentó, VÁZQUEZ Ferreira Roberto. Ob. cit. Pág. 128.: “En una primera aproximación, Compagnucci de Caso define a la antijuridicidad como “el acto contrario a derecho, considerado este último concepto como una concepción totalizadora del plexo normativo.”


“Gschnitzer entiende por antijuridicidad “una infracción de una norma, ley, contrato, ya norma expresa, ya atentado a la finalidad que la norma persiga o lesiones principios superiores”. 


“En el campo penal, Mezger define la antijuridicidad –injusto- como el juicio impersonal- objetivo sobre la contradicción existente entre el hecho y el ordenamiento jurídico.”


� BUSTOS Lago José Manuel. Ob. Cit. Pág. 51 a 52. 


� Nota del original: “así lo expusimos en nuestra obra La obligación de seguridad en la responsabilidad civil y ley de contrato de trabajo, ED. Vélez Sarsfield, Rosario, 1988, p.67. Ver también Alberto Bueres en El daño injusto y la licitud…, ob. cit., p. 149, y Omar Barbero, Daños y perjuicios derivados del divorcio, Edit. Astrea, Bs. As., 1977, p. 106.”


� VÁZQUEZ Ferreira Roberto. Ob. cit. Pág. 131.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 8 de mayo de 1995, Expedientes Nos. 8118 y 8163 de 13 de julio de 1993, M.P.: Juan de Dios Montes Hernández, reiterado en sentencia del 6 de junio de 2007, expediente No. 16.460, M.P.: Ruth Stella Correa Palacio. 


� Nota del original: “Sentencia del 2 de marzo de 2000, expediente 11945, entre muchas otras.”


� Nota del original: “Sentencias del 11 de noviembre de 1999, expediente 11499 y del 27 de enero de 2000, expediente 10867”. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 5 de diciembre de 2005, expediente No. 12.158, M.P.: Alier Eduardo Hernández Enríquez. Ver entre otras:


“En el bien entendiendo que la expresión lesión tiene un significado más estricto que la palabra daño. No cualquier daño será indemnizado, sino solo aquellos daños jurídicos, aquellos daños a los que el derecho les de alguna relevancia, aquellos daños que no deban ser normalmente soportables: el cambio de lugar de una parada de los autobuses urbanos, el tiempo que hay que aguantar en la cola en la ventanilla de una oficina pública, son consideraciones así como supuestos en los que las posibles molestias de los ciudadanos no alcanzan la categoría de 'lesión'”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de julio de 1991, expediente No. 6334, M.P.: Daniel Suárez Hernández. 


“Según se ha visto, condición necesaria para que desencadene la reparación es que el daño sea antijurídico, calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carece de “causales de justificación.


“(…)


“Por lo anterior, no hay duda de que el fundamento de la responsabilidad del Estado se desplazó de la ilicitud de la conducta causante del daño (falla del servicio o culpa del Estado) al daño mismo, siempre y cuando este fuese antijurídico”. Sentencia del 11 de noviembre de 1999, expediente No. 11.499, M.P.: Alier Eduardo Hernández Enríquez. 





� BUSTOS Lago José Manuel. Ob. Cit. Pág. 51 a 52.  


� GIL Botero Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Quinta Edición. Ed. Temis. Pág. 28.


� Nota del original: “En este sentido pueden verse también las sentencias del 2 de marzo de 2000,expediente 11.135; 9 de marzo de 2000 expediente 11.005; 16 de marzo de 2000 expediente 11.890 y 18 de mayo de 2000 expediente 12.129.”


� Nota del original: “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2002, expediente 12.625.”


� Citado por Gil Botero Enrique, ob. cit. Pág. 27.


� “Los permisos de operación de servicios de transporte aéreo se otorgarán sobre rutas aéreas determinadas, entendiéndose que ellas comprenden el derecho de transportar pasajeros, correo o carga de un aeródromo a otro, o sobre una serie sucesiva de aeródromos. Sin embargo, algunas escalas podrán ser concedidas sin derechos de tráfico. Los permisos de operación determinarán, además, los tipos de aeronaves, la capacidad ofrecida, los itinerarios autorizados y las demás condiciones que señalen los reglamentos.”








